	Fecha
	3 de noviembre de 1988
	Sesión número
	89

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Lucas Fernández Casafont

	Tutelado: Lilliana González González, Lucas Fernández Casafont

	Recurrido: Alcaldía Civil de Heredia

	Objeto del recurso: El recurrente objeta el apremio corporal ordenado contra la tutelada.

	Respuesta del recurrido: La tutelada omitió presentar los bienes pignorados al remate en un proceso ejecutivo prendario.

	Parte dispositiva
	Con lugar (detención injustificada). VS de los Magistrados Arce, Ching y Carvajal.


N° 89
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González. 

Artículo III
(Entran los Magistrados Arroyo y Carvajal).
El ingeniero LUCAS FERNÁNDEZ CASAFONT, en escrito recibido el veintiséis de octubre último, planteó recurso de Hábeas Corpus a favor de LILLIANA GONZÁLEZ GONZÁLEZ, y en el suyo propio. Para fundamentarlo expresó que en el juicio prendario N° 1040-87 que se tramita en la Alcaldía Civil y de Trabajo de Heredia, y en el que figuran como deudores, se ordenó el apremio corporal de ellos, medida que considera ilegal y arbitraria, por cuanto en ese asunto se les negó el recurso de apelación contra el auto que así lo acordó, porque la captura se dictó en contra de ambos aún cuando se pignoró un televisor en garantía de cumplimiento de una sola obligación, y porque se ignoró la existencia de un arreglo extrajudicial con el acreedor para el pago de la deuda.
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La licenciada Angioletta Alvarenga Ventuolo, Alcaldesa Civil y de Trabajo ad interim de Heredia, informó que en el juicio ejecutivo prendario de que se da cuenta, se decretó el apremio corporal en contra de los recurrentes, se giró la orden respectiva a la autoridad correspondiente, pero aún el recurrente y la señora González se hallan en libertad.
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La Alcaldía remitió a esta Corte el juicio ejecutivo prendario, de cuyas piezas se reseña lo siguiente:

a) La ejecución fue planteada con base en el certificado de prenda N° 154911 otorgado en Heredia el dos de marzo del año próximo pasado.

b) En las primeras líneas del documento se lee: “Conste que Lucas Fernández Casafont, mayor, ingeniero, de Heredia, casado, cédula uno—cuatro cinco cinco—nueve uno cero, prometo pagar a la orden de ESCUELA SANTA CECILIA S. A. la suma de CINCUENTA Y CINCO MIL COLONES EXACTOS, obligándome a pagar en dinero en efectivo en el domicilio de la acreedora el día (sic) SEIS en abones fijos, consecutivos y mensuales, a partir del TREINTA DE ABRIL de mil novecientos ochenta y siete, de OCHO MIL COLONES cada uno, y uno último por el saldo, sea siete mil colones… La deuda proviene de negocio mercantil. En garantía de cumplimiento queda en prenda de grado primero lo siguiente: un televisor marca SANYO, de veinte pulgadas, modelo doce-A, color negro, serie número cuatro dos dos ocho tres seis, de colores, en perfecto estado de uso y funcionamiento, prenda que se halla en HEREDIA y permanecerá en HEREDIA”.

c) En el anverso del certificado de prenda se indicó: “Conste que yo, LILLIANA GONZÁLEZ GONZÁLEZ, mayor, casada una vez, aclaro dos veces, vecina de Heredia, del Liceo Samuel Sáenz (sic) doscientos metros norte y doscientos oeste, cédula número dos dos seis seis cero cinco, maestra, me declaro y constituyo co-deudora de la presente obligación, haciendo las mismas estipulaciones y renuncias que el deudor, y me obligo a presentar el bien pignorado cuando así lo requiera la Autoridad, y en caso de incumplimiento de la obligación, y me constituyo en caso fortuito o fuerza mayor al tenor del artículo setecientos tres del Código Civil (sic). HEREDIA do de marzo de mil novecientos ochenta y siete”…
d) A folio 34 vto. Corre agregado la resolución que literalmente dice:
“ACTA DE REMATE:
EN LA ALCALDÍA CIVIL Y DE TRABAJO.- Heredia, a las diez horas del seis de setiembre de mil novecientos ochenta y ocho.

Se constituyó la suscrita Alcaldesa, en asocio del Secretario y el pregonero Roberto Villegas Espinoza, a fin de llevar a cabo el remate ordenado en autos, para esta hora y fecha.- Se procede a ello en la forma de ley, dando lectura al edicto respectivo, publicado el mismo por tres veces consecutivas, y presente el señor MARCO ANTONIO GUTIÉRREZ ROJAS, quien es mayor, vecino de Heredia, abogado, cédula 2-284-698, quien dijo que se abstenía de hacer postura por cuanto lo pignorado no estaba presente.- Se hace constar que tampoco se presentó el bien pignorado para la inspección. Y no habiendo más postores, se da por terminada esta diligencia”.

e) La resolución transcrita les fue notificada a los demandados, como consta a folio 36.
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En lo que atañe concretamente al Hábeas Corpus, deben hacerse las siguientes consideraciones:

De la forma como viene planteado el recurso y con vista de los elementos de convicción que devienen del expediente respectivo, es claro que dentro del giro comercial a que normalmente se dedica la acreedora no está el de la compraventa de artefactos eléctricos, y esta circunstancia, unida al modo como viene redactado el contrato de prenda, no permite acreditar que el bien pignorado garantice el pago del precio de su adquisición, de modo que en esas circunstancias no puede ser embargado ni secuestrado si no es en contravención a lo dispuesto por el artículo 984 del Código Civil y 532 del Código de Comercio, y en virtud de lo expresado no procede entonces ser perseguido en juicio con el propósito de satisfacer el pago de la obligación pecuniaria que se pretende en ese asunto, de ahí que el apremio corporal es improcedente, pues ello equivaldría a autorizar una forma de prisión por con quebranto de esa disposición legal.

De acuerdo con las anteriores razones, se resolvió: declarar con lugar el recurso de Hábeas Corpus, cancelar la orden de apremio corporal y disponer que se ponga en libertad al ingeniero Lucas Fernández Casafont y Lilliana González González, si guardaran detención con motivo del apremio, y si otros motivos no lo impidieren. Así votaron los Magistrados Blanco, Arroyo, Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Zamora, Fernández, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González.
Los Magistrados Arce, Ching y Carvajal votaron por declarar sin lugar el recurso, por considerar que el apremio corporal dictado en contra de los recurrentes tiene fundamento en lo dispuesto por el artículo 568 del Código de Comercio, ya que esa medida fue acordada por la negativa de los señores Fernández y González a presentar el bien pignorado en el momento en que fuera requerido por la señora Alcaldesa.
